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tutela judicial efectiva. impone a los Jueces y Tribunales que en el
control de los requisitos fonnales que condicionan la válida
interposición de los mismas utilicen criterioe interpretativos que
sean favorables a dicho acceso, evitando incumr en el rigor
formalista de limitarse a una aplicación automática y literal de los
preceptos legales, que conduzca a negar el recurso por una
irre8ularidad formal subsanable, sin dar oportunidad al interesado
de la posibilidad de proceder a su subsanación.

En el supuesto de autos, el Juez de Primera Instancia admite la
apelación interpuesta contra su Sentencia ~r el solicitante de
amparo, sin advertir que el escrito de interpoSlción carecía de firma
de Abogado, debido quizá, a la explicable razón de que para él era
notorio que dicha parte había intervenido en el proceso de
representación de Procurador y asistencia de Letrado; a pesar de
ello, la Audiencia Provincial, al comprobar por certificaci6n del
Secretario la citada omisión, declaró. sin más trámite, firme la
Sentencia apelada en aplicación de lo dispuesto en el art. la de la
Ley de Enjuiciamiento Civil, manteniendo esta decisión en el Auto
resolutorio del recurso de súplica con base en que la interposición
de la apelación es un acto autónomo. no vinculado por actuaciones
procesales anteriores y que la Sentencia de este Tribunal de 8 de
mayo de 1984 no era de aplicación por haber sido dictada en un
caso de connotaciones diferentes al de autos.

3. La tesis de las resoluciones impugnadas, que se acaba de
mencionar. no es aceptable y procede. en el presente caso, otorgar
el amparo solicitado, cualquera que sea la naturaleza procesal,
autónoma o no, del acto de interposición del recurso de apelación
y las diferencias que puedan existir eiltre el supuesto que ahora se
contempla y el que resolvió la citada Sentenclll S7/1984, de 8 de
mayo de dicho año.

Es cierto que el arto la de la Ley de Enjuiciamiento Civil,
aisladamente considerado, al preceptuar que no se podrá proveer a
nin8una solicitud que no lleve la firma del Abogado, fuera de los
casos expresamente exceptuados en el susodicho {"recepto legal,
pueden entenderse en el sentido de que determina la meficacia total
de los actos que no cumplan dicho requisito y, por consiguiente,
que permite negar efecto al escrito de interposición de un teCUTSQ
de apelación que adolece de tal defecto con la consecuencia de
declarar firme la Sentencia apelada. .

Sin embargo tal precepto ha de aplicarse en estrecha relación
con el arto 24.1 de la Constitución, que exige. según reiterada
doctrina de este TribunaL. que no se imponga una sanción
de!»proporcionada a una irregularidad procesal constitutiva de

3663- Sala Segunda. Recurso de amparo número 865/1985,
Sentencia núm. 4/1987, de 23 de enero de 1987.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, compuesta por
doña Gloria Bogué Cantón, Presidenta, don Angel LatOrTe Segura,
don Fernando García-Mon y González-Regueral. don Carlos de la
Vega Benayas. don Jesús Leguina Villa y don Luis López Guerra,
Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo numo 86S/198S, interpuesto por el
Ministerio Fiscal contra Sentencias dictadas por la Magistratura de
Trabajo de Ciudad Real, el 14 de diciembre de 1984 y por la Sala
Quinta del Tribunal Central de Trabajo, el 2S de marzo de 1985,
resolviendo recurso de suplicación contra la primera, en autos
sobre impugnación de Convenio Colectivo.

Ha comparecido como parte la Red Nacional de los Ferrocarri·
les Españoles y ha sido ponente el Magistrado don Luis López
Guerra, quien ex.presa el parecer de la Sala.

I. ANTECEDENTES

l. Con fecha 2 de octubre de 1985 tuvo entrada en este
Tribunal Constitucional escrito. de don Antonio López de la
Manzanara Morollón, compareciendo por sí y sin asistencia de
Letrado. en el que manifestaba que ante la imposibilidad de
encontrar Letrado 9ue se encargara de la presentación del "",urso
de amparo, que adjuntaba en otro escrito, y para no incurrir en
presentación fuera de plazo, que vencía el día 3 de octubre de 1985,
presentaba directamente dicho "",urso de amparo frente a la
Sentencia 141/198S del Tribunal Central de Trabl\io, notificada el
14 de septiembre de 1985, y que confirmaba la Sentencia 1216 de
la Magistratura de Ciudad Real, asi como frente a la Dirección
General de Trabajo, en cuanto omite presentar demanda de oficio

omisión subsanable, lo que en la actualidad se encuentra legal­
mente establecido en el an. 11.3 de la Ley Orgánica del Poder
Judicial, de 1 de julio de 1985, que de conformidad con el principio
de tutela efectiva consagrado en dicho an. 24 de la Constitución,
sólo permite desestimar o rechazar por motivos formales las
pretensiones de las partes cuando el defecto fuese insubsanable o no
se subsane por el procedimiento establecido en las Leyes procesales
y, como bemos dicha en la Sentencia de 17 de diciembre de 1986,
el cilado precepto de la Ley Orgánica del Poder Judicial debe
entenderse aplicable no sólo a los defectos que en sentido esllieto
puedan considerarse formales. sino también a todos aquellos
defectos u omisiones que permitan 'subsanación o integración.
aunque sean portadores de un significado que pueda exceder del
puramente fonnal.

FALLO

En atencion a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional POR
LA AUTORIDAD QUF. LE CONFIERE LA CONSTITUCION
DE LA NACION ESPANOLA .

Ha decidido:

Otorgar el amparo solicilado por don Aquilino Rodriguez
Lorenzana y en su consecuencia:

l.0 Anular los autos de la Audiencia Territorial de Valladolid,
de 1I de septiembre y 22 de octubre de 1985, dictados en el ""'urso
de apelación nlÍmero S89/198S, interpuesto contra Sentencia del
Juzgado de Primera Instancia nlÍm. I de los de León.

2.0 Reconocer al "",urrente de amparo su de"",ho fundamen·
tal a la tutela judicial efectiva.

3.0 Retrotraer las actuaciones del citado recuno de apelación
al momento en que el Secretario dio cuenta a la Sala de la carencia
de firma de Letrado en el escrito de interposición al objeto de que
por dicha Sala se conceda al apelante el plazo de subsanación que
corresponda y, una vez cumplido, diete la resolución procedente.

Publiquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Eslado.
Dada en Madrid a veintiuno de enero de mil novecientos ochenta

y siele.-Firmados: Francisco Tomás y Valiente.-Francisco Rubio
Uorente.-Luis Diez·Picazo y Punce de I.eón.-Antonio Truyol
Serra-Eugenio Dial Eimil-Miguel Rodriguez.Piñero y Bravo­
Ferrer.-Ante mí: Valeriana Palomino Marin.-Rubricados.. .

contra determinaclas cláusulas del Convenio Colectivo de la
Empresa ATCAR.

Entiende el compareciente que la actuación de los órganos
judiciales y de la Dirección General de Trabl\io violan el an. 14 de
la CE, pues no entran a conocer del fondo del asunto en que tal
infracción se da y el arto 24.1 de la CE, por no haber obtenido tutela
efectiva, a tenor de las resoluciones no de fondo de los órganos
judiciales, y por producirsele indefensión, dado que se niega
viabilidad al único procedimiento (art. 9O.S ET y 136 LPL) para
tutelar los intereses de los tramüadores que, como el actor. Insten
la nulidad de un Convenio, y el an. 37 CE por violar la fuerza
vinculante del Convenio de RENFE.

2. Por providencia de 23 de octubre de 1985, la entonces
Sección Segunda acordó tener por interpuesto recuno de amparo y
notificar al recurrente la existencia del motivo de inadmisión
subsanable de falta de postulación al no estar represenlado por
Procurador ni actuar bl\io la dirección de Letrado, concediéndole
plazo de diez dias para comparecer ante este Tribunal con la debida
postulación. Por escrito recibido el 11 de noviembre de 1985 el
recurrente manifestó que no le había sido posible encontrar
profesionales que se hicieran car¡o del asunto, solicitando la
admisión del recurso sin la exigencia de Letrado y Procurador,
confiando en que seria defendido tácitamente por el Ministerio
Fiscal.

3. Por providencia de 20 de noviembre de 1985 la Sección
acordó dar traslado del escrito referido al Ministerio Fiscal para
que manifestara si sostiene la acción que pretende entablar al cilado
recurrente. Por escrito de S de diciembre de 1985 el FIscal ante el
Tribunal Constitucional despachó el tránrite conferido expresando
que sostenía en princip'io la acción indicada por deducirse del
escrito inicial la ¡>osibilidad de vulneración de los derechos de
igualdad en la aplicación de la Ley Y de tutela judicial efectiva,
interesando de este Tribunal que se requiriera a. los órganos
judiciales intervinientes en el proceso previo para la remisión de
testimonio de las actuaciones· seguíclas ante los mismos y a la
Dirección General de Trabl\io para la remisión de las actuaciones
~clas ante ella y en la Dirección Provincial de Trabl\io de
Ciudad Real en relación con el Acta de Inspección sobre el
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Convenio Colectivo de ATCAR, con la demanda formulada ante la .
Ma¡istratura de Ciudad Real Y con escritos del Centro directivo y
del actor sobre el tema. La Sección acordó en II de diciembre de
1985 practicar los requerimientos interesados por el Ministerio
Fiscal para la remisión. de las actuaciones referidas y, rocibidas las
mismas del Tribunal Central de Tra~o, Ma¡istratura de Trabajo
de Ciudad Real, Dirección Generaf de Trabajo y Direeci6n
Provincial del Ministerio de Trabajo y Seguridad Sociál, se ICOrdó
por la Sección en 5 de febrero de 1986 acusar recibo de ellas Y dar
vista de todas las actuaciones al Ministerio Fiscal para que, en su
<:aso, formulara la correspondiente demanda de amparo.

4. Por escrito de 4 de marzo de 1986 el Ministerio Fiscal
interpone recurso de amparo que formula contra las Sentencias
dictadas por la Ma¡istratura de Trabajo de Ciudad Real el 14 de
diciembre de 1984 y la de la Sala Quinta del Tribunal Central de
Trabajo el 25 de marzo de 1985 resolviendo recurso de suplicación
contra la primera y en las que se desestima la pretensión del señor
López de la Manzanara Morol1ón de que se lnterponp de oficio
por la Dirección General de Trabajo la demanda establecida en el
art. 90.5 del Estatuto de loS Trabajadores contra los ans. 1, 12 Y
13.2 del Convenio Colectivo de AteA&; las Sentencias impugna­
~sJ,.f)¿jlli'i!Pm'ffilMOFla,~~uclntamenteque se
cumplen los presuJ?uestos procesales, sus consideraciones de fondo
exponiendo, en pnmer Jupr, los siJuientes hechos:

a) El interesado ingresó como Factor en RENFE el 1 de abril
de 1949 y tras diversos asc:ensos, COllSCluidos por concurso­
oposición, ostenta la calelOria de Inspector de CoOrdinación, con
residencia en Alcazar de San Juan (Ciudad Real~

A partir del I Convenio Colectivo de RENFE quedó suprimido
el sistema de asc:ensos por libre designación. Al producirse la
integración de la plantilla de la «EmPresa Autónoma de Transpor­
tes por Carretera» (ATCAR) en RENFE, que se llevó a cabo el I
de enero de 1982, a dicho personal se aplicaron las normas de un
Convenio Colectivo de integración de ATCAR y su persona1 en
RENFE, publicado en el «Boletln Oficial del Estado», de 28 de
agosto de 1981, aunque con efecto. de 1 de enero de 1981, en cuyo
arto 12 se establecla que los sistemas de ascenso serian los de libre

. designación, ,concurso-oposición y prueba de aptitud, disponiendo
asimismo el art. 13.2 que los ascensos que se produzcan en la
plantilla de' ATCAR a lo Jarso de cada año se notificarán a la
Dirección del Area de Personal de la plantilla ferroviaria a fin de
que ta!es.asc:enso.tenaan SIl reflejo en los escalafones del personal
ferroVIano. .

El señor López de la Manzanara conoció el 18 de enero de 1983
el asc:enso de tres A¡entes de la Empresa ATCAR, de los que 0610
uno pertenecía estrictamente a la plantilla de ATCAR ya que los
otros. dos tra~aban para ~ta por cesión de RENFE, en la que
habían insresado uno en 1952 y el otro en 1957.

Ante todo lo anterior el señor López de la Manzanara envió
escrito al Director 8eneral de Trabajo el 25 de enero de 1983
«impugnando, se dice, los ascensos )' el Convenio Colectivo de
ATCA&» y resaltando otras irre&uIaridades. Como consecuencia de
ello se remitió la documentación oportuna a la DeJesación Pmvin·
cial de Ciudad. Real el 17 de mayo de 1983 con el fin de que se
llevase a cabo la adecuada actuación inspectora en orden a
determinar la eldstencia de i!Os!b1es inftacciones de Leyes sociales
por la Empresa RENFE-ATCAR, con el ruego de que se informase
de dichas actuaciones y en su caso de las medidas adoptadas por
esa Inspección. Según resulta de las actuaciones, esto último era lo
que constaba en oficio remitido por el Jefe de la Inspección de
Centros Residos por el Estado a la Inspección Pmvincial de
Trabajo y Seguridad Social, que decía efectuar la remisión por
haberlo interesado así el Director general de Trabajo.

La In.pección Provincial mencionada, en informe emitido el 10
de noviembre de 1983 estimó pmeedente que la Dirección Provin·
cial, conforme al arto 90.5 ET. Y 136 de LPL, remitiera de oficio a
la Magistratura las actuaciones para que por tsta se determinase la
procedencia o no de anular los arls. 1, 12 Y 13 del Convenio
Colectivo RENFE-ATCAR, al lesionar gravemente el interts de
terceros y, consecuentemente, de la anulación de los tres ascensos
referidos. Según resulta de las aetuacinnes, tal informe había sido
interesado por la Dirección Provincial en oficio de 8 de junio de
1983 y respecto de una solicitud formulada por el postulante el 7
de junio de 1983 ante tal Direeción Pmvincial en la que instaba la
anulación del Convenio y de los repetidos ascensos y a la que
acompañaba un escrito de demanda diri¡ido a la Ma¡istratura de
Trabajo con iguales PreleDsiones.

b) La Direeción Pmvincial de Tra~ode Ciudad Real se
diri8'ó' el 15 de noviembre de 1983 a la 'stratura de Trabajo
interponiendo la demanda regulada en el art. .5 del ET Yart. 136
de la LPL. ,

Con anterioridad, re&poC\O a sendos escritos del postulante, la
Dirección General de Trabajo habia contestado al mismo Preci­
sando, en uno de 18 de mayo de 1983, que la faeultadestablecida

en el arto 90.5 ET corresponde con carácter exclusivo y excluyente
a la Dirección General de Trabajo y que al postulante. en caso de
lesión personal, le quedaban abiertas las vlas de reclamación
I'"'!"'sal Previstas en la LPL y el art. 23 de la ET, en otro de 15 de
Junio de 1983 se indicaba por la Dirección General de Trabajo .gue
no pmcedía la demanda de oficio establecida en el art. 90.5 ET al
no advertir irregularidad en general ni lesión en particular a tercero
en el Convenio Colectivo RENFE-ATCAR, sin peljuicio de que el
reclamante ejercitase las oportunas acciones procesales laborales
individuales.

La demanda laboral. tras ser admitida. fue objeto de juicio el 16
de mayo de 1984, sosteniendo en el mismo el Ministerio Fiscal y
el señor López de la Manzanara la pmcedencia de la demanda,
oponitndose a la misma el TePreSCntante de RENFE. quedando
VIsto para Sentencia, si bien, como consecuencia de un escrito del
postulante, la Magistratura acordó en 18 de mayo de 1984, para
mejor proveer, solicitar de la Dirección General de Trabajo
infonne sobre si el actor habia presentado en su dia ante tal
Dirección General escrito de impugnación del Convenio Colectivo
de RENFE-ATCAR y si la indIcada Dirección General delegó el
conocimiento de la reclamación en la Dirección Provincial de

--o-triéciOn;:;ener8I de~Tra~o ifinila¡:;do que lanéOmpetenciá ·es
irrenunciable y que en.este asunto no había delegado ni expresa ni
tácitamente, reproduciendo la contestación que habia enviado el 12
de junio de 1984 a otro escrito del trabajador, donde le decía que
estando la.· c::uestión sub iudice omitía pronunciarse sobre lo
debatido en el pleito laboral y que la competencia en materia del
arl. 9O.S ET, es irrenunciable, salvo delegación, sustitución, avoca-
ción, etc., que no se había producido. .

La Magtstratura de Trabajo dictó Sentencia el 14 de diciembre
de 1984 en la que, sin entrar a conocer el fondo del asunto,
estimaba la excepción de nulidad alegada por la parte demandada.
ya que, al ser el Convenio Colectivo denunciado de ámbito
nacional, la Dirección Provincia) «es órpno manifiestamente
incompetente para presentar demanda de oficio ante la Magistnr
tura de esta CIudad, por lo que se impone la nulidad de todo lo
actuado, y sin que sea cieno, como afinna el actor, que la Dirección
General delegó sus facultades al efecto en la Dirección Provincial
de Ciudad Real», estimando que la demanda de oficio debió
presentarla la Dirección General de Trabajo.

c) Contra esta Sentencia recunió en suplicación ante el
Tribunal Central de Trabajo, enviando en el interim a la ooT otro
escrito en que infonnaba de lo decidido por la Sentencia de
Magistratura, contestando la DGT con reiteración de sus anteriores
argumentos, con igual respuesta posterionnente el 21 de marzo de
1985 ante otro nuevo ucrito.

El Tribunal Central de Trabajo dictó Sentencia en 25 de marzo
de 1985 desestimando el recurso de suplicación y confirmando la
Sentencia de Magistratura con idénticos razonamientos, ya que la
«competencia para conocer de los conflictos colectivos de ámbito
supenor a una provincia viene atribuida por el art. 19 a) del Real
Decreto-ley de 4 de marzo de 1977 a la Dirección General de
Trabajo, mandato Jesal tste de atribución de competencia que es

.indisponible•.
Según resulta de las actuaciones, la Magistratura remitió ellO

de mayo de 1985, por correo, notificación de la Sentencia del
Tribunal Central de Trabajo al trabajador, más 0610 consta recibida
la misma el 13 de sep\lembre de 1985 (las demás partes las
recibieron el 13 y 14 de mayo de 1985) por el actor, quien, no
obstante, el l de abril de 1985 remitió nuevo escrito a la DGT «así
como copia de la Sentencia del Tribunal Central de Trabajo», sin
obtener respuesta alguna.

S. A juicio del Ministerio Fiscal las Sentencias impugnadas
han ocasionado indefensión y no otorgaron tutela judicial efectiva
al trabajador con violación del art. 24.1 CE: al exponer los
fundamentos de Derecho de su demanda, comienza recordando la
doctrina de este Tribunal sobre el contenido y alcance del derecho
a la tutela judicial efectiva, en concreto a que las decisiones de
inacimisión arbitrarias, irrazonables o irrazonadas pueden concul~

car dicho derecho.
Destaca que, desde el escrito de 25 de enero de 1983 del

tra~ador, 8 todos los del mismo en que instaba la denuncia
judicial del Convenio, la Dirección General de Trabajo o no dio
respuesta, limitándose a enviar la documentación al órgano provin­
cialpara investiJ8r las irregularidades denunciadas, o no argumen­
tó m razonó suficientemente su negativa a la denuncia judicial del
Convenio, pese a conocer los informes y alegaciones de la Inspec­
ción Pmvincial y del actor sobre irresularidades, siendo la potestad
de la Autoridad laboral en este punto no discrecional, sino un caso
de concepto juriclico indeterminado.

Es cierto que la autoridad competente para interponer la
demanda era la Dirección General de Trabajo, por el Ambito
.nacional del. Convenio. como también· es cierto que aquelJa
Dirección General no babia delegado en la Dirección Pmvincial.
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Pero, añade el Ministerio Fisc:al, la Dirección General de Trabajo
al eontestor a la !liJi4encia para' mejor proveer, no razona los
motivos para no ejemtor la opción del arl. 9O.S ET, por eUo las
Sentencias recurridas al estimar la excepción de nulidad «cubren
formalmente pero no eonstil11cionalmcinte la normativa legal»,
producen indefensión y vulneración del arl. 24 al admitir ambas tal
declaración no ar¡umentada de la Dirección General de Trabajo.
Las Sentencias razonan la inadmisión de la demanda, pero atribu­
yendo ar¡umento de autoridad a una respuesta administrativa
UTZonada.

Por otra porte, la atribución exclusiva del control de legalidad
de los Convenios Colectivos a la Autoridad Laboral, sobre la
dicción literal del arl. 9O.S ET supone si se niega a ejercitarlo, la
indefensión del que lo reclamare, ya que se le impedirla el acceso
al proceso en que se decidiere la justicia o no de sus F.Ctensiones.
Es controvertido que, ante la nesativa de la Autondad laboral,
pueda acudirse al proceso de eonfiicto colectivo o al laboral
ordinario o a la jurisdicción contencioso-administrativa, pero aun
admitiendo ello, las Sentencias recurridas, al estimar la excepción
de nulidad sin resolver sobre el fondo, a sabiendas de la nesativa
irrazonada de la Autoridad laboral a ejercitor la opción establccida
~~.M'...9QJ.x.m ~emall\i.lMmll"Ulid~\I!~i_mi!
dieron lugar a indefensión al no producirse la l11tela judicial
efectiva. Tal apreciación se refuerza al tratarse de actuaciones
contradictorias de órganos distintos de una misma Administración,
articuladosj~uicamente actuaciones discrepanleS que provoca­
ron una resolUCión judicial limitada a dilucidar la competencia
entre tales órganos administrativos, pero no a resolver el fondo de
la cuestión planteada, en este sentido, partiendo de la idea de la
unidad de estructura del Estado, que inspiró la Sentencia 29{1981
de este Tribunal, nada se opone a sostener que la demanda de oficio
formulada por un órgano de la Administración debió producir
plenos efectos ante la jurisdicción laboral, con obligación de ésta de
pronunciarse sobre el fondo del asunto, causando las vulneraciones
aleaadas al no bacerlo.

l'or todo suplica la estimación del amparo, restableciendo al
señor López de la Manzanara en sus derechos anulando las
Sentencias impugnadas y retrotrayendo las actuaciones al momento
de dictor Sentencia la Ma¡istratura de Trabajo que deberá pronun­
ciarse sobre la pretensión de fondo aducida en la demanda.

6. Por I'rovidencia de 12 de marzo de 1986 la Sección Cuarta
acordó admitir a trámite la demanda deam~ formulada por el
Ministerio Fiscal, interesar de los órganos Judiciales el emplaza­
miento de quienes fuemn pano en los procesos sesuídos ante ellos y
publicar en el «Boletin Oficial del Estado» la Resólución a efectos
de comparecencia de ~sibles interesados en el proceso constitucio­
nal. Verificadas las diligencias interesadas, se presentoron sendos
escritos del Procurador señor Rodriguez Montaut y del Comité
General Intercentros de RENFE, acordando la Sección, en 28 de
mayo de 1986, tener por personado en rePresOniación de RENFE
al citado Procurador y conceder un plazo al mencionado Comité
para su personación, si lo deseaba, en el recurso de amparo bajo la
dirección de Letrado y representado por Procurador. Transcurrido
este plazo mencionado sin personación en forma del repetido
Comité, la Sección acordó el 10 de septiembre de 1986, ratificar lo
resuelto sobre la personación de RENFE y, a tenor del art. S2 de
la LOTe, dar vista de las actuaciones al Procurador señor
Rodriguez Montaut para la preseniación de alegaciones.

El Ministerio Fiscal en 6 de octubre de 1986 presentó su escrito
de alegaciones, remi~ndose en su inteFidad a lo expuesto en el
escrito de demanda. Por la Red NllClOnal de los Ferrocarriles
Españoles no se efectuó alegación alguna.

7. Por providencia de fecba 14 de enero de 1987, se señaló el
día 21 del mismo mes y año para deliberación y votación de la
presente Sentencia.

11. FUNDAMENTOS JURlDlCOS

l. El Ministerio Fisc:al, conforme a la legitimación que ostenta
en vinud de lo dispuesto en los ans. 162.1 b) de la Constitución
Española y 46.1 b) de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional,
ba formulado demanda de amparo por la que viene a sostener la
acción que pretendía entablar el señor Lóp."z de la Manzana.....
quien no compareció con la postulación debida, según se le puso de
manifiesto en su momento. La demanda de amparo sobre la que el
presente proceso ha de versar se ciñe a la pretensión de que se
declare que las Resoluciones de la Ma¡istratura de Trabajo y del
Tribunal Central de Trabajo han vulnerado el art. 24.1 de la CE,
violando el derecho a la tutela judicial efectiva del interesado y
causándole indefensión, y es a esta concreta pretensión a la que ha
de dar contestación este Tribunal, sin que éste deba entrar, pues, a
conocer de otras cuestiones propuestas por el solicitante de amparo
en sus diversos escritos, cuestiones que el Ministerio Fiscal no ha
estimado procedente incluir en su demaDda.,.

2. La impugnación que lleva a cabo el Ministerio Fiscal se
dirige frente a resoluciones de órganos de la jurisdicción laboral
dictadas con ocasión de un proceso seguido por los cauees del

. procedimiento especial regulado por los arto. 9O.S del Estatuto de
los Trabajadores y 136 de la Ley de Procedimiento Laboral. Estas
resoluciones, sin entrar en el fondo de la cuestión planteada, se han
limitado a declarar la nulidad de todo lo actuado en el curso del
proceso; y se han fundado para eUo en la incompetencia de la
Dirección Provincial de Trabajo de Ciudad Real \'&r& iniciar un
proceso de impugnación de un Convenio ColectIVO de ámbito
nacional, estimando que, en el caso de que se trata" la competencia
para tal impu....ción era de la Dirección General de Trabajo, que
no fue la inJciadora del proceso, ni delesó, a tal efecto, su
competencia en aquel órgano provmcial.

La demanda de amparo señala dos motivos por los que pueden
entenderse que se ba producido una lesión de derechos reconocidos
en el ano 24.1 y que es necesario examinsr separadamente. El
primero consiste esencialmente en que los órpnos jurisdiccionales
se-han nepdo a pronunciarse sobre el fondo del asunto ante ellos
planteado. fundándose en una respuesta ad.nrinistrativa irrazonada.
denegado sin motivo suficiente la tutela judicial efectiva, y el
mDWl ~t,j".9.~.hf~P\lIif'lUIUI¡'NI1 W~ al~~~d!!'~
ha causado indefensión.

3. Por lo que se refiere al primer ",otivo indicado sostiene el
Ministerio Fiscal que las Sentencias vulneran el art. 24.1 de la CE
porque, aunque razonaron la inadmisión de la demanda, atribuyen
argumento o fuerza de autoridad a una respuesta administrativa
irrazonada; en efecto, admiten la declaración de la Dirección
General de Traba.io, no ar¡umentada, en cuanto que no razona los
motivos para justificar el no ejercicio de la opción que concede el
ano 90.S del Estatuto de los Trabaiadores de formular demanda de
oficio contra determinadas clllusufas de un Convenio Colectivo. Al
contestor a la diligencia para mejor proveer de la Magistratura de
Ciudad Real, manifestó la Dirección General que no babia del.,.
llado en un órgano provincial la competencia en materia del ano
9O.S del Estatuto de los Trabajadores, y si bien, señala el Ministerio
Fiscal, efectivamente, la Dirección General no había delegado ni
pudo delegar esa competencia. no razona motiv95 para no ejercitar
la opción del art. 90.S ET, lo que produce, al admitir ambas
Sentencias tal declaración no ar¡umentada, vulneración del dere­
cho a la tutela judicial.

Esta fundamentación del recurso, que versa sobre la falta de
justificación de la inadmisión de la demanda por pano de los·
órganos jurisdiccionales, se ve reforzada por pano del Ministerio .
Fiscal por la consideración de que, partiendo de la unidad de la .
estructura del Estado, nada debe <¡ponerse a que, en el supuesto de
que ahora se trata, surtiera plenos efectos la demanda de oficio
presentada por un órgano de la Administración que, si bien no. era
el competente para ello, se hallaba articulado jerárquicamente,
respecto a la Dirección General competente, en el mismo departa·
mento. '

4. La ar¡umentación resumida Ueva a preguntarse si los
órganos jurisdiccionales actuaron adecuadamente, desde la pero,
pectiva de lo previsto en el art. 24.1 de la CE, cuando, a la vista
de la contesiación ofrecida por la Dirección General a la diligencia
para mejor proveer de la Magistratura de Ciudad Real, se abstuvi.,.
ron de pronunciarse sobre el fondo (por estimar inadmisible la
demanda). A este respecto bay que recordar que este Tribunal ba
sostenido repetidamente que el derecbo a la tutela judicial efectiva
consiste en obtener una resolución fundada en Derecho, que podrlI
ser de inadmisión cuando concurra a\guna causa legal, Y &si lo
acuerde el órgano judicial en aplicación razonada de la misma; por
ello tal derecho se respeta si la decisión judicial consiste en negar
de forma no arbitraria o irrazonable la eoncurrencia de un
presupuesto procesal necesario para eonocer del fondo del proceso.
Y, en eontrapartida, conculcaría el derecho constitucional referido
la inadmisión arbitraria, irrazonable, irrazonada o basada en la
interpretación de las normas no conformes a la Constitución ni al
sentido más favorable de las mismas para la efectividad del derecho
fundamental.

En el presente caso no resulta que los órganos jurisdiccionales,
al no entrar a conocer del fondo de la cuestión ante ellos planteada,
por concurrir un defecto procesal consistente en la falta de
legitimación para recurrir de la autoridad laboral provincial, bayan
actuado en forma contraria a la efectividad del derecho fundamen­
tal a la tu~~iudicia1. La Magistratura de Trabajo de Ciudad Real,
y el Trib Central de Trabl\io posteriormente, han aplicado,
razonadamente, las normas legales reauladoras del proceso Iabonu
especial previsto en loa ans. 9O.S del 'Estatuto de los Trabajadores
y 136 de la LPL, que eneomiendan a la autoridad laboral la
tD1pugnación de Convenios Colectivos, si eonculcasen la legalidad
vigente, Autoridad laboral que, como señala el TCT, será, en el
caso de contlictos colectivos, de ámbito superior a una provincia,
la Dirección General de Trabaio, en vinud del art. 19 a) del Real
Decreto-ley de 4 de marzo de 1977. Esta especifica atribución
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competencial a la Dirección General supone una exclusión de la
le¡il1mllción al respecto de los órpnos provinciales de la Adminis­
tración laboral, y se deriva de unas reglas de competencia funcional
y teIritorial que no hay motivo para considerar contrarias a
mandatos constitucionales posteriores y que por el contrario
aparecen justificadas, al corresjlOnder • la misma autoridad laboral
el registro Y. en su caso, la impugnación de los Convenios
Colectivos atribuidos a su ámbito competencial; sin que, evidente­
mente, la dependencia jerárquica de un órpno respe.:to a Jtro
lupon.. la tra51ación inmediata al primero de las competencias del
órpno luperior. Y no resulta aquí aplicable el precedente sentado
en nuestra Sentencia 29/1981. ya que no se trata, como entonces
fIJe el caso, de discernir entre órpnos estatales que pueden ser
válidamente receptores de escritos, lino de determinar 11 un órpno
es o no competente para iniciar un procela judicial impusnatorio
de Convenio Colectivo.

Tampoco puede estimarse que los órpnos jurisdiccionales
vuinoraran el derecho a la tutela Judicial al aceptar como decisiva
para e) proceso una comunicción de la Dirección General que no
razonaba el porqué de la omisión de la impusnación prevista en el
art. 90.5 del Estatuto de los Trabl\iadores. Primeramente ha de
destacarse que, de lo que resulta de las actuaciones, la Dirección
General si habla expuesto al interesado, en escritos de 18 de mayo
f 15 de junio de 1983, las razones para no llevar a cabo tal
IDlpujll)llClón, pero, $Obre todo, hay que recordar que los órpnos
judiciales resolvieron atendiendo, sesún la normativa Iesa\ como
vimos, a cujJ era el órpno que habla decidido impusoar el
Convenio; y, la presunta Contenida en la dilisencia para mejor
proveer versaba sobre este extremo y no sobre las razones de los
órpnos administrativos .J!'I"! actuar de un forma u otra. Por ello
la respuesta de la Dirección General no contiene razonamientos o
explicaciones, porque la presunta formulada inquiría exclusiva­
mente $Obre bec.has y no sobre razones, '1 sobre tales becbos versó
el informe administrativo. Sin que pueda, pues, reprocharse falta
de razonamiento a una contestación que debía ser, por su misma
naturaleza, meramente $Obre datOI fácticos. El órpno jurisdiccio­
nal verificó el hecho a su parecer decisivo, la falta de legitimación
de la Dirección Provincial, y actuó en consecuencia, de acuerdo con
las Leyes. '

5. El sejUndo llIJU1Dento en que se apoya la demanda de
amparo CODllSte en que la decisión judicial supone indefensión del
reclamante, por impedirse el aoceso a un prooeso en que se
decidiera en Justicia IObre sus pretenaiones. Ello oc:urrirIa por ser
dudoso el que pudiera acudir a otras vfas jurisdiccionales laborales
o contencioso-administrativas, para que resolvieran sobre derechos
o intereses del trabl\iador cuando son lesionados por un Convenio
Colectivo .de limbito supraprovinciaL Ahora bien, el Ministerio
Fiscal reconoce que ae trata de una custión controvertida, y en este
caso ha de tenerae en cuenta Q)1C no se aduce precepto legal aJsuno
que impida el acoeso deltrabl\iador a 01rO prooeso en que defender
sus intereses; que de las Sentencias impusnadas no puede en forma
al¡una deducirse tal interdicción, y que, por el contrario, no faltan

Pleno. Conllicto positivo de competencia número
494/J984. Sentencia número 5/J987, de 27 de enero.

El Pleno del Tribunal Constitucional, compuesto por don
Francisco T0m4s. y Valiente, Presidente, y doña Glona Be8ué
Cantón, don A!!fel Latorre Squra, don Francisco Rubio Uorente,

, don Lws Diez-Pic:azo y Ponte de León, dOn Antonio Truyol Sena,
don Fernando Garcia-Mon ) Gonztlez-RegueraJ, don Carlos eje la
Ve.. Benayas, don Euaen\o Dlaz Eimil, don Miguel Rodriguez­
Piñero y Bravo-Ferrer, iIon Jesús Leguina Villa y don Luis López
Guerra, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY
la aiguiente

SENTENCIA

, en el con1licto positivo de competencia núm. 494/1984, planteado
por el Gobierno Vasco, repreaentado por el Letrado don Rafael
Jiménez AIeosio, en relación con el Real Decreto 771/1984. de 16
de abril, jIOl el que ae nombra Presidente del Gobierno Vasco a don
Carlos Garaikoetxea Uniza. Han sido parte el Gobierno de la
Nación, repreaentado por el Aboudo der Estad'!.. y el Parlamento

. Vasco, repreaentado por el LetradO don Alberto rlgueroa Laraudo­
loitia, siendo PoneI1te la Maaistrada doña Gloria llegué Cantón,

, quien expresa el pam:cr del Tnllunal. '

L ANTECEDENTES

l. Con fecha 4 de jnlio de 1984, el Letrado don RafaelJiménez
Aaensio plantea, en nombre y repreaentación del Gobierno Vasco,

Resoluciones del Tribunal Central de Trabajo, en que se aosllene
el criterio de que el cauce establecido por el arto 136 de la Ley de
Procedimiento Laboral no es el único para solicitar y obtener la
nulidad de un Convenio, pues aunque es cierto que el art. 90.5 del
Estatuto de los Trabl\iadores sólo menciona la posibilidad de acutar
en tal sentido de la autoridad laboral, ello no impide, 10 que resulta
también de la probibición de indefensión del art. 24.1 de la CE, que
las partes de la neeociación o los terceros peJjudicados puedan
obtener la protección de sus derechos fuera de aquellas vfas, bien
en el procediJniento ordinario, bien en el de Conflicto Colectivo.
Ciertamente no corresponde a este Tribunal Constitucional preci­
sar cuál sea la acción ~.ercitable y el cauce prooesaJ adecuado para
ello en el caso del tra 'ador interesado. Pero si le corresponde
constatar que, por parte éste, Yen el caso que contemplamos, no
se ha recurrido a la vIa procesal ordinaria en el ámbito laboral, por
lo que deflcilmente po<IrIa afirmarse, a falta de recurso, que queda
o puede quedar privado de toda posibilidad de defensa, en vIa
judicial, de sus intereaes • A la luz de lo previsto en el art. 24.1 de
la CE, es forzoso reconocer el derecho del trabl\iador interesado a
la tutela judicial efectiva de sus derechos e intereses, Iin que pueda
p.roduclrsele indefensión, también en lo que se refiere a lesiones en
iquellos producidas por c14usulas incluidas'en Convenios Colecti­
vos, y en este aentido deben interpretarse las disposiciones ~tes
referentes al prooeso laboral. Pero ello no si¡nifii:a 9.ue esta defensa
haya de llevarse a cabo forzosamente por medio del proceso
especial previsto en el art. 90.5 del Estatuto de los Trabl\iadores,
reservado a casos especlflcos y tasados de impusnación por parte
de la autoridad laboral Admitida, pues, tanto por la pr4ctica de la
jurisprudencia laboral como por imperativo constitucional, la
posibilidad del aoceso del trabajador al proceso por vias ordinarias
en defensa de sus intereses. acceso, que por otra parte, no ha sido
intentado por el interesado, no cabe apreciar que las resoluciones
impugnadas, que no entran en el fondo del asunto propuesto al
faltar un presupuesto procesal necesario, violen el derecho a la
tutela judicial o causen indefensión.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional POR
LA AUTORIDAD OUJ¡, LE CONFIERE LA CONSTlTUCION
DE LA NAClON ESPANOLA '

Ha decidido

Desestimar el presente recurso de amparo.
Publiquese esta Sentencia en el «IIoletin 0fic:ia1 del Estado».

Dada en Madrid a veintitrá de enero de mil novecientos ochenta
y siete.-GIoria Besué Canlón.-Angel Latorre Seaura.-Femando Gar­
cia-Mon y Gonzá1ez-Regueral.-Ouios de la V'ep Benayas.-Jesús
Leguina V'1I1a.-Luis López Guerra.-Fumados y rubricados.

conflicto positivo de competencia frente al Gobierno del Estado
por entender que el Real Decreto 771/1984, de 16 de abril, por el
que se nombró a don Carlos Garaikoetxea UITiza Presidente del
Gobierno Vasco, debió aer refrendado por el Presidente del
Parlamento Vasco y no por el Presidente del Gobierno del Estado,
y solicita de este Tnbunal que dice Sentencia declarando comJlC:
tente para refrendar el acto del nombramiento del 1ehendakan al
Prellidente del Parlamento Vasco, dado que en el acto impusnado
ae han violado los arta. 1.3, 2, 64 y 152 de la Constitución, as! como
los arts. 10.2 y 33 del Estatuto de Autonomla del Pals Vasco y el
art. 4 de la Ley Vasca de Gobierno.

2. Para fundamentar su pretenaión la repreaentación del
Gobierno Vaseo estima oportuno baoer algunas consideraciones
previas relativas a la institución del ",frendo. A tales efectos
comienza señalando que, como resultado de su desarrollo histórico.
dicha institución.~ hoy como un elemento central tendente
a garantizar la pollción constitucional de la Corona, la inviolabili­
dad del R~ como penonitlcación de aquélla Y. por añadidura, la
itres~nsabllidad por los a<:lOI del Monarca; asimismo falicilita un
ejercIcio correcto del control parlamentario de las decisiones que en
su momento dicte ell;iecutivo. En la aetuaJ ealrUetura constitucio­
nal espa/iola -preciaa- la inviolabilidad y nozrbilidad del
Monarca IUpclllen, en eoencia, que la reaponsa .. por los actos
refrendados ea asumida por el refretidante. Este, pues, debe
garantizar el contenido del acto Y que este contenido ae l\iusta, al
menos formalmente, a las peescripciones del ordenamiento jur!­
dico. Si bien el refrendo revistió en su momento una función
certificadora o de autenticación, hoy IU efecto principal es el
traslado de responsabilidad; el refrendante asume la responsabili­
dad sobre el contenido del acto que refrenda. Resulta as! el refrendo

...........,.


